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I. INTRODUCCIÓN
La Convención de los Derechos de la Niñez (en adelante, CDN) estipula un sistema de justicia para adolescentes con garantías penales (artículo 40), y con sanciones alternativas a la privación de libertad, considerando a ésta, la sanción de último recurso. Parece claro en el texto internacional que el éxito de las sanciones aplicadas a los adolescentes radica en la posibilidad de trabajar con el joven en libertad, mediante actividades que le ayuden a asumir la responsabilidad de sus actos y encauzarlo en una vida productiva positiva para sí mismo y para la sociedad.
Conforme a este criterio, la Ley de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia en Guatemala (en adelante, LPINA) reguló las opciones diversas a la privación de libertad, estableciendo las siguientes: amonestación y advertencia, libertad asistida, prestación de servicios a la comunidad, reparación de daños al ofendido, órdenes de orientación y supervisión, tratamiento ambulatorio o terapéutico de desintoxicación, y privación del permiso de conducir.
UNICEF Guatemala, como organismo internacional de protección de los derechos de la niñez, ha venido apoyando al gobierno de Guatemala en el desarrollo de estas medidas alternativas a la prisión, con el objetivo final de acercar la aplicación de la LPINA a la CDN.

La finalidad del presente documento es la de describir y mostrar los resultados de los programas alternativos a la privación de libertad en Guatemala, concretamente la libertad asistida y la prestación de servicios a la comunidad. Con esta descripción se pretende además hacer una evaluación de los mismos teniendo en cuenta el rol de apoyo de UNICEF, para poder definir acciones y estrategias a futuro. Sin embargo, para el desempeño de esta tarea, es imprescindible ubicar al lector en la situación política, económica y social de dicho país, y concretamente, en el fenómeno de la violencia.

La historia de violencia en Guatemala, no sólo ha sido escrita por más de 30 años de guerra civil, sino también por los altos índices de pobreza y marginación social, y los casos de tortura y ejecuciones contra menores de edad, que han ameritado recomendaciones por parte de la Corte Interamericana de los Derechos Humanos
. Asimismo, la Procuraduría de los Derechos Humanos ha señalado la existencia de altos índices de violencia en el país, identificando como elementos constitutivos de la misma la práctica de limpieza social, los conflictos entre “maras”, los ajustes de cuentas entre distintos sectores del crimen organizado, la delincuencia común y la ausencia o ineficacia de las políticas de seguridad, entre otros
. El fenómeno de la limpieza social, que será definido y analizado en este documento, también ha sido citado como aspecto de gran preocupación en las Recomendaciones para Guatemala del Comité contra la Tortura de Naciones Unidas de 19 de mayo de 2006.
En este contexto, las buenas intenciones de la CDN y la LPINA, así como de UNICEF y de las instituciones públicas guatemaltecas para la búsqueda de sanciones menos lesivas para los adolescentes, encuentran algunas dificultades de aplicación práctica, como veremos. Ello sin embargo, no pone en duda que en sí, las sanciones extra-muros son siempre más beneficiosas para el adolescente y cumplen de mejor manera su finalidad que aquéllas que implican el encierro.
Por este motivo, este documento describirá estas sanciones, mostrará sus resultados, expondrá sus dificultades, evaluará en su conjunto las mismas y finalmente, emitirá las recomendaciones y sugerencias para que estas buenas intenciones tengan posibilidad de materializarse.

II. LAS SANCIONES ALTERNATIVAS A LA PRIVACIÓN DE LIBERTAD EN GUATEMALA 

A. Antecedentes
Tras una complicada y larga vacatio legis
, el 19 de julio de 2003 por fin entra en vigor la LPINA, marcando una nueva etapa en la historia del reconocimiento de los derechos de la niñez en este país y concretamente, en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes.
Hasta esa fecha, UNICEF, el poder judicial y la Secretaría de Bienestar Social habían hecho intentos de mejorar la aplicación de la justicia penal de adolescentes y de incorporar los principios de la Convención de los Derechos del Niño a la misma. Se logró importantes avances como la firma de un documento en el seno del órgano judicial de unificación de criterios para el ejercicio de la justicia penal juvenil, y la estructuración y puesta en marcha del programa de Libertad Asistida
. La aprobación de la LPINA viene a reforzar dichas acciones, ya que ésta reconoce expresamente los derechos y garantías de los adolescentes en conflicto con la ley e incorpora otras opciones no privativas de la libertad además de la libertad asistida.
Los artículos 238 al 247 de la ley enuncian y describen todas las sanciones alternativas a la privación de libertad, estando en activo en estos momentos las sanciones de amonestación y advertencia, libertad asistida y prestación de servicios a la comunidad. En este documento se analizan únicamente las dos últimas. 
La Secretaría de Bienestar Social está asignada por la LPINA como el órgano gubernamental ejecutor de las sanciones para adolescentes. Es el encargado de instrumentar dichas sanciones de tal forma que el poder judicial pueda remitirle en sus sentencias a los adolescentes que hayan infringido la ley. Para ello, comprende una Subsecretaría de Reinserción y Resocialización de Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal con una Dirección de Sanciones Alternativas a la Privación de Libertad. Esta Dirección, a partir de la aprobación de la ley en 2003, incorporó la estructuración y desarrollo de la prestación de servicios a la comunidad. En estos momentos la Secretaría está dando inicio al desarrollo de las órdenes de orientación y supervisión, a fin de poder ofrecer al poder judicial un abanico más amplio de opciones para el adolescente acusado de infringir la ley penal.

En el marco del Plan de Cooperación de UNICEF Guatemala para los años 2005-2008, este organismo internacional tiene previsto el apoyo a la Secretaría de Bienestar Social dentro del Proyecto Reforma Legal y Protección de la Niñez, la Adolescencia y la Mujer encuadrado dentro del Programa Estado de Derecho, Participación y Cultura de Paz. Este Programa, en materia de justicia penal para adolescentes, busca fortalecer las capacidades institucionales de todos los órganos responsables de su aplicación.
Concretamente, desde 2001 la Secretaría de Bienestar Social ha recibido por parte de UNICEF apoyos consistentes en capacitación, coordinación con otras instituciones responsables del tema, asesoría técnica para la definición de las estrategias y estructuración de los programas de libertad asistida y de prestación de servicios a la comunidad, así como la transferencia directa de fondos para su puesta en marcha, y la contratación de personal técnico operativo para su expansión a los distintos departamentos del país. En 2006 UNICEF ha brindado este mismo tipo de apoyo para la creación de la Unidad de Órdenes de Orientación y Supervisión, que se suma a la Unidad de Libertad Asistida y la Unidad de Prestación de Servicios a la Comunidad, dentro del Programa de Medidas Socio-educativas, de reciente creación en la estructura de la Secretaría de Bienestar Social. Asimismo, UNICEF ha reforzado los esfuerzos de la Secretaría durante 2006 con actividades de coordinación y articulación, y su asesoría técnica, en la generación de una red de empresarios que se puedan involucrarse en la ejecución de las sanciones alternativas.
Gracias a este acompañamiento de UNICEF, en 2004 los dos programas se expandieron a Huehuetenango, Quetzaltenango y Mazatenango (Tetalhuleu), dejando de operar exclusivamente en la Región Central de Guatemala. En 2005 se abarcó las siguientes regiones:

1. Región Central (cubre todas las zonas de la Ciudad Capital)

2. Región Escuintla

3. Región Jutiapa

4. Región Quetzaltenango

5. Región Mazatenango (Retalhuleu)

6. Región Huehuetenango

7. Región Sololá (Totonicapán)

8. Región San Marcos

Para fin del año 2006 se tiene proyectado cubrir las siguientes regiones con personal operativo en las mismas:

1. Región Central (incluye departamentos de Guatemala, Sacatepéquez, Chimaltenango y región Oriente).

2. Región Occidente: departamentos de Quetzaltenango y Totonicapán

3. Región Huehuetenango

4. Región Sur: departamentos de Escuintla, Retalhuleu y Suchitepéquez

5. Región Nor-occidente: departamentos de Quiché y Sololá

6. Región San Marcos

B. Libertad Asistida
De acuerdo al artículo 242 de la LPINA la libertad asistida es una sanción educativa, socializadora e individualizada, dictada por el juez en el caso de infracciones graves al código penal por parte del adolescente. Consiste en otorgarle a éste la libertad pero con la asistencia y supervisión de personal especializado. Se orienta a la adquisición de habilidades, capacidades y aptitudes para el desarrollo personal y social del adolescente y su duración máxima es de dos años.

La libertad asistida trata de adecuarse al delito cometido por el adolescente, de tal manera que éste, a través de su cumplimiento, pueda llegar a comprender el acto y responsabilizarse del mismo. Asimismo, la sanción busca que el joven adquiera responsabilidades que la vida adulta le planteará en el futuro, algunas de las cuales, son ya parte de su actividad cotidiana (educación, trabajo…), favoreciendo su mejor integración en la comunidad. Se interviene además de modo individual y especializado en la situación personal y en el entorno sociofamiliar del adolescente mediante terapias individuales y familiares, así como reuniones grupales.
Las áreas que abarca el programa de Libertad Asistida son:

· Desintoxicación en caso de adicción, para ello la Secretaría de Bienestar Social se coordina con organizaciones gubernamentales y no gubernamentales;

· Atención familiar, fomentando el fortalecimiento de los vínculos familiares como un aspecto imprescindible del apoyo al adolescente para encauzar su vida positivamente; 
· Área laboral, buscando el aprendizaje de nuevas habilidades o la reinserción laboral para generar oportunidades laborales apegadas a la legalidad y la realización personal; 
· Área educativa, una de las prioritarias para reducir los niveles de atraso escolar en su caso y para garantizar las oportunidades de trabajo en el futuro.
El procedimiento establecido por la LPINA consiste en que, una vez dictada la sentencia por el juez, éste es remitido a la Secretaría de Bienestar Social para que le sea elaborado un plan individual de ejecución. Este plan se elabora con la participación del adolescente a través de entrevistas con el psicólogo, la trabajadora social, médico y otros profesionales para determinar sus inquietudes, personalidad, circunstancias personales y familiares y necesidades educativas y profesionales. El plan busca que el cumplimiento de la sanción se adecue lo más posible a su situación y a las posibilidades de éxito, esto es, que el adolescente esté en condiciones y voluntad de cumplirla. Este plan es firmado por el adolescente y por un adulto responsable del mismo, y es presentado ante el Juez que dictó la sentencia, quién lo aprobará en caso de parecerle adecuado y el asunto pasará al Juez de Control de Ejecución de Sanciones para que cada tres meses revise su cumplimiento. 
Para aplicarse esta sanción, el adolescente debe cumplir unos requerimientos que buscan asegurar el éxito de la misma. En primer lugar el adolescente debe tener vínculos sociales y/o familiares, que hagan posible que una persona adulta, de preferencia un familiar, se haga cargo y se comprometa a colaborar para que el adolescente cumpla con la ejecución del plan individualizado. Además, el adolescente debe llevar una vida estable de relación. Esta pena se aplica cuando el adolescente cometió un delito grave, incluso aunque consista en atentados contra la integridad física y sexual de terceros, sin embargo, el juez tendrá en cuenta el grado de participación y culpabilidad del adolescente para determinar si la sanción podrá ser exitosa en ese caso, y además, ésta no podrá ser impuesta si ha habido reincidencia en el delito. Asimismo, el juez tendrá en cuenta la afectación psicológica del adolescente en cuanto a la comisión del hecho. Atendiendo a estos criterios, las posibilidades de éxito de la medida socio-educativa serán muy grandes.
La libertad asistida puede ser impuesta no solamente mediante sentencia definitiva sino también como revisión de otra sanción, normalmente la privativa de libertad, cuando la evolución del adolescente en la misma está siendo favorable y amerita su transferencia a una pena más leve. Asimismo, puede obtenerse a través del recurso de apelación.

Algunos trabajadores sociales atendieron en el pasado en otras dependencias de la Secretaría de Bienestar Social a adolescentes en privación de libertad y ahora se los encuentran en el programa de libertad asistida por revisión de su sentencia, viendo su evolución favorable y comprobando en propia mano, los beneficios de la sanción extra-muros frente a la de prisión.

La Secretaría de Bienestar Social deberá presentar un informe cada dos meses al juzgado exponiendo los cambios observados en el adolescente y su evolución. El Juez de Control de Ejecución de Sanciones analizará dicho informe en su revisión periódica, pudiendo además entrevistar al adolescente para conocer su opinión y comprobar dicha evolución. Asimismo, el juez puede modificar la sanción impuesta reduciéndola en tiempo o sustituyéndola por otra más leve, a sugerencia de los informes, o bien, a petición expresa de la defensa, los padres, tutores, o encargados del adolescente. 
De acuerdo a las cifras de la Secretaría de Bienestar Social, en el año 2005 se atendió 75 casos en total, 65 de hombres y 10 de mujeres, los cuales, en su mayoría fueron remitidos por el Juzgado de Control y Ejecución en revisión de la pena de privación de libertad (32 casos)
.
A pesar de que el año 2006 aún no ha finalizado, el registro existente hasta el mes de agosto muestra una disminución considerable de los casos atendidos, los cuales, hasta el momento son 35 (32 hombres y 3 mujeres), mientras que en el mismo mes del año 2005 ya se habían recibido 52 casos, notándose que algunos juzgados no han enviado aún adolescente alguno, a diferencia del año pasado, a pesar de que, en este año, la cobertura geográfica de la libertad asistida se amplió a más regiones. 
Las razones argüidas para esta disminución de casos coinciden en todos los sectores gubernamentales y no gubernamentales entrevistados: la limpieza social y la ruptura del pacto de paz entre “maras”. La limpieza social es definida por la Procuraduría de los Derechos Humanos como el “mecanismo de represión, selectiva y arbitraria que se produce de forma sistemática, por actores vinculados al Estado o por particulares que actúan con la aquiescencia, tolerancia (deliberada o involuntaria), complicidad o apoyo de éste y que atentan en contra del derecho humano a la vida”
. Según el informe 2006 de la Organización Mundial Contra la Tortura al Comité contra la Tortura de Naciones Unidas las personas asesinadas normalmente pertenecen a los estratos más pobres y marginados, en su mayoría son mujeres, niños y niñas, haciéndose una vinculación entre pobreza y delincuencia. La Procuraduría de los Derechos Humanos define las “maras” como “grupos a nivel de colonias o barrios, que comparten ciertas reglas y relaciones más o menos jerárquicas y se encuentran dispersos en un espacio nacional o internacional…”. Asimismo señala que “usualmente las “maras” ejercen la violencia en contra de otras “maras” por rivalidades de territorio, mercado, recursos o parejas o membresía”
. La ruptura del pacto de paz existente en el pasado entre las “maras”, provocó unos motines que provocaron la muerte especialmente violenta de 27 adolescentes en diversos centros de privación de libertad en el país entre junio de 2005 y junio 2006
. 
Tanto la limpieza social como las masacres, han provocado no solamente la disminución de adolescentes en número, sino también el recelo de los jueces de aplicar medidas que no impliquen la privación de libertad, por temor a que los adolescentes sean asesinados en la calle y por el alto impacto social y político que han tenido estos dramáticos hechos, con la consecuente demanda de mayor dureza en las penas. Teniendo en cuenta que los adolescentes remitidos a la sanción de libertad asistida cometieron delitos graves, éstos son los más perjudicados por los dos factores mencionados.

C. Prestación de Servicios a la Comunidad

Esta sanción en libertad es cumplida por el adolescente por la comisión de delitos leves o faltas, consistiendo en la prestación de tareas gratuitas, de interés general en entidades de asistencia, públicas o privadas, bajo la asistencia y supervisión de un equipo multidisciplinario de profesionales dependientes de la Secretaría de Bienestar Social.
De acuerdo a lo que la LPINA establece en su artículo 243, “las tareas deberán asignarse según las aptitudes de los adolescentes, procurando, cuando fuere posible, relacionar la naturaleza de la actividad con la del bien jurídico lesionado por el adolescente.” En el mismo artículo se establece que la jornada máxima será de ocho horas semanales y no podrá interferir con las actividades educativas o laborales del adolescente. La prestación de estos servicios como sanción podrá durar entre dos y seis meses como mínimo y máximo.
Por tratarse de delitos leves o faltas, esta sanción puede ser aplicada por el Juez de Primera Instancia o por el Juez de Paz, pudiendo éste último imponerla con un límite máximo de dos meses. Su aplicación puede provenir de la sentencia de uno de los jueces mencionados, o bien ser producto de una revisión de una sanción más grave o de un recurso de apelación.
Para la ejecución se da el mismo procedimiento que la libertad asistida, elaborándose por parte de la Secretaría de Bienestar Social el plan individualizado de ejecución, que será aprobado por el juez en su caso, dándose inicio a la ejecución. Cuando la sanción haya sido dictada por el Juez de Paz, su ejecución no es controlada por el Juez de Control y Ejecución sino solamente por la Secretaría de Bienestar Social, quién da seguimiento a todo el cumplimiento de la misma.
El plan de ejecución se elabora tal y como se expuso en el apartado anterior, con la participación del adolescente, teniendo en cuenta su situación personal y familiar, así como el delito o falta cometido, y definiéndose en el mismo la institución pública o privada, lugar, horario y condiciones de los servicios que prestará. Ello requiere un trabajo previo por parte de la Secretaría de búsqueda de instituciones, firma de convenios o acuerdos con las mismas y coordinación de la aplicación de las sanciones cuando los adolescentes les sean remitidos para su cumplimiento. De igual forma, se informará periódicamente al Juez de Control de Ejecución de Sanciones de Sanciones en su caso.
La sanción de prestación de servicios a la comunidad busca fomentar en el adolescente un sentido de responsabilidad y respeto a la ley que le permita encontrar una función positiva en la sociedad, mediante la realización de actividades de servicio a la sociedad en una institución pública o privada. Por este motivo, se intenta que el adolescente cumpla su sanción socio-educativa en instituciones como hospitales, municipalidades, hogares de ancianos, cuerpos de bomberos, etc. Con ello, también se sensibiliza a la sociedad civil, autoridades e instituciones participantes sobre la importancia de la inclusión de estos adolescentes y la generación de oportunidades para los mismos.
Se intenta cubrir las áreas educativa y laboral, buscando que la sanción no entorpezca la reintegración escolar y laboral; el fortalecimiento de los vínculos familiares mediante las reuniones grupales y terapias que brinda la Secretaría de Bienestar Social también para la libertad asistida; la orientación espiritual y en valores; y por último, los servicios a la comunidad propiamente dichos en cada institución colaboradora. 
La gestión con las instituciones colaboradoras normalmente se inicia con los cargos directivos, a quienes se ilustra sobre las sanciones alternativas a la privación de libertad y se les invita a participar en las mismas. Generalmente estas personas designan a alguien al interior de la institución para hacerse responsable de la recepción del adolescente y de la asignación de tareas, de acuerdo a las necesidades de la instancia y las características del joven. El resto del personal no siempre conoce sobre los antecedentes de la persona que cumple la sanción, e incluso a veces creen que son voluntarios. Esta circunstancia depende sobre todo del tamaño de la institución y de la conveniencia de la divulgación de dicha información en cada caso, evitándose siempre la generación de situaciones de rechazo o discriminación hacia el adolescente.
Las instituciones entrevistadas mostraron una gran satisfacción por haber recibido y brindado esta oportunidad a los adolescentes, recordando algunos casos con gran aprecio y cariño, y manifestando querer seguir colaborando en el futuro. Los adolescentes también muestran satisfacción por el cumplimiento de este tipo de sanciones, expresando haber recibido formación profesional que les ha brindando mayores oportunidades de trabajo para el futuro, además de otros aprendizajes útiles y sobre todo, realización personal y un alejamiento progresivo de las circunstancias que le llevaron al delito. Algunos decidieron quedarse brindando el servicio como voluntarios una vez expirado el plazo establecido por la sentencia. Otros incluso, recibieron capacitación adicional por parte de la institución y han sido contratados por la misma una vez cumplida la medida socio-educativa. 
Se exige cierto perfil en los adolescentes, al igual que en la libertad asistida, si bien, éste no es tan estricto. En este caso el adolescente también debe tener vínculos familiares estables o una relación firme con un adulto que se haga cargo del joven y del cumplimiento de la sanción. El lugar de residencia deberá ser el mismo en el que deba cumplir con los servicios y además deberá encontrarse en plenas facultades físicas y mentales para cumplir con la sanción, además de tener la disposición de hacerlo, aún a pesar de que haya sido una medida impuesta por la autoridad.

Tanto los jueces de primera instancia como los de paz, manifiestan encontrar en la prestación de servicios a la comunidad una excelente opción, evitando la privación de libertad y logrando el objetivo socio-educativo de la sanción con óptimos resultados. Ello la constituye como una medida frecuentemente utilizada, además de las alternativas al procedimiento como son la conciliación, la remisión y el criterio de oportunidad reglado, también muy usados por el sistema para evitar respuestas penales más gravosas para el adolescente. Sin embargo, la prestación de servicios a la comunidad sólo puede ser impuesta para los delitos leves o faltas, restringiéndose a un número limitado de adolescentes.
De acuerdo a las cifras brindadas por la Secretaría de Bienestar Social, durante el año 2005 se cumplieron 119 sanciones de prestación de servicios a la comunidad (107 hombres y 12 mujeres), superándose con creces la meta de 70 casos que se tenía previsto. La mayor parte de los casos provinieron de Guatemala (66) y de Huehuetengando (28)
. Teniendo en cuenta que en 2003, año de inicio, se atendieron 9 casos y en 2004 fueron 17, saltando la cifra a 119 en 2005, se percibe el éxito y satisfacción de los jueces con esta sanción habiéndose superado en un 200% las de privación de libertad y libertad asistida juntas
.
Sin embargo, en el año 2006 se han atendido en el periodo de enero a agosto únicamente un total de 38 casos. Nuevamente observamos la disminución de remisiones a este programa respecto del año pasado por las mismas razones expuestas en el apartado sobre la libertad asistida.
D. Fortalezas y Limitantes
Comenzando por las fortalezas de los programas en estudio, podemos señalar las siguientes:
El empeño del personal de la Secretaría de Bienestar Social, y sobre todo, su compromiso con la adolescencia en conflicto con la ley es patente. A pesar de las dificultades que señalaremos posteriormente, el acompañamiento a los jóvenes es continuo, y su preocupación por cada caso individual y por desempeñar de mejor manera sus funciones está siempre presente. Los trabajadores sociales se esfuerzan por buscar las opciones educativas, laborales y de prestación de servicios más adecuadas a cada adolescente y le dan seguimiento al cumplimiento de la sanción, se entrevistan con él varias veces todas las semanas para comprobar su evolución, acompañan a las familias y les dan orientación de todo tipo. Los psicólogos hacen lo mismo en su asignación respectiva de dar la terapia al adolescente y en caso necesario, también a la familia. Algunas universidades apoyan a la Secretaría con practicantes de psicología y trabajo social que colaboran con el trabajo desarrollado con los adolescentes de manera temporal.

Asimismo, el personal de la Secretaría busca a los jueces para darles a conocer las medidas alternativas a la privación de libertad, los resultados obtenidos y los beneficios de remitir a un adolescente en conflicto con la ley a un régimen abierto en lugar de uno cerrado. Se esfuerzan también por conseguir lugares adecuados para el cumplimiento de la sanción de prestación de servicios a la comunidad y la firma de convenios. Las instituciones participantes entrevistadas muestran una gran satisfacción en su relación con la Secretaría de Bienestar Social.

Una vez concluida la ejecución de la sanción, alrededor del 50% de los adolescentes, según la estimación del personal de la Secretaría de Bienestar Social, sigue en contacto con la misma e incluso algunos siguen yendo a las reuniones grupales. Las familias encuestadas muestran una enorme gratitud por haber comprobado cambios muy favorables en sus hijos adolescentes y en la familia en su conjunto.

Se realizan esfuerzos de capacitación del personal de la Secretaría, que pertenece fundamentalmente a los gremios de psicología y trabajo social. Al iniciar su labor son capacitados por la propia Secretaría en la conformación y funciones de la misma instancia gubernamental, la LPINA y sus requerimientos, el procedimiento penal de adolescentes, la elaboración de informes para los juzgados, etc. Asimismo, dicho personal recibe capacitación por parte del Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala (en adelante, ICCPG) en materia de Derechos Humanos, la Convención sobre los Derechos de la Niñez y tratados internacionales vinculados al sistema de responsabilidad penal para adolescentes.

Sin embargo, la propia Secretaría de Bienestar Social reconoce que existen importantes limitaciones para el buen desempeño de su trabajo, señaladas por apartados:

A. Falta de coordinación de las Instituciones

Una vez cumplida la sanción, no existe un seguimiento posterior a cada caso, por lo que se desconoce sobre el futuro de muchos de los adolescentes. Los trabajadores sociales y psicólogos se lamentan de que no exista una mejor coordinación con otras instancias de la Secretaría de Bienestar Social, para poder dar seguimiento a los casos y efectuar una labor de prevención del delito más efectiva. 
Esta descoordinación institucional también se da con los centros de privación de libertad. Teniendo en cuenta que muchos de los jóvenes que están en libertad asistida son remitidos de la sanción de privación de libertad, sería importante que el personal sepa del trabajo previo realizado con el adolescente y sus características, sin embargo, esta coordinación no se da.

B. Falta de comunicación entre las instituciones 

Independientemente de la coordinación entre las diversas instituciones, también se detecta algunos problemas de comunicación, confundiéndose en ocasiones roles entre instituciones, desconociéndose las demandas existentes por parte de cada institución y manifestándose quejas entre unas y otras. Ello pone de manifiesto que existen pocas oportunidades de comunicación para atender las demandas mutuas y las preocupaciones de cada órgano, tanto gubernamental como judicial.

C. Falta de capacitación del personal de la Secretaría de Bienestar Social 

A pesar de las capacitaciones recibidas, éstas no han sido realizadas de manera sistemática, ni el personal de la Secretaría de Bienestar Social ha conseguido adquirir la experiencia suficiente para desarrollar sus funciones conforme a las exigencias de la LPINA y el profesionalismo exigido por el órgano judicial.

En ocasiones no está clara la separación entre protección y sanción que marca la Convención de los Derechos de la Niñez, ni las obligaciones marcadas por la LPINA para cada institución, los informes remitidos al juzgado no siempre alcanzan la calidad técnica ni los requerimientos exigidos por la LPINA, y a veces se confunden las funciones de cada institución, provocándose conflictos con el poder judicial, entre otros problemas. Estos problemas se agravan con la falta de comunicación entre instituciones mencionada en el apartado anterior.

D. Necesidad de equipos interdisciplinarios, contratación de personal en condiciones precarias, y dependencia de UNICEF

Aunque existe un potencial enorme de trabajo con adolescentes en todas las regiones, la realidad es que no hay personal suficiente para ello. Existe una solicitud de prestación del servicio en algunos departamentos aún no cubiertos, así como una demanda de seguimiento más estrecho e integral a cada caso, con un número mayor de personal e incluyendo más disciplinas además de la de trabajo social y psicología. Además, las condiciones laborales del personal de la Secretaría de Bienestar Social son enormemente precarias, con bajos salarios pagados con retraso en numerosas ocasiones, y con asignaciones sujetas a los continuos cambios en la Administración Pública. Hasta el momento, el apoyo de UNICEF está siendo fundamental en este sentido, costeando gran parte del personal técnico de la Secretaría, lo cual genera una debilidad importante en el programa por estar sujeto al sostenimiento externo de un organismo internacional.

E. Alta rotación de los puestos

Sin duda una de las debilidades más graves es la constante rotación del personal, siempre sujeta a los cambios administrativos y la precariedad de las condiciones de trabajo que provoca el abandono de muchos puestos. Asimismo, las masacres ocurridas en los centros de privación de libertad han empeorado dicha situación, provocando repentinos cambios en la Administración Pública.
La misma genera o agrava las dificultades mencionadas en los apartados anteriores, como la buena coordinación entre instituciones y la posibilidad de tener un personal plenamente capacitado y con experiencia en la materia. Lamentablemente, ello contribuye en definitiva a la desconfianza y consecuente disminución de casos remitidos a las medidas alternativas a la privación de libertad.
F. Preferencia de la prestación de servicios a la comunidad frente a la libertad asistida 

En las entrevistas realizadas en el órgano judicial se evidenció una preferencia por las sanciones de prestación de servicios a la comunidad y un mayor descontento con las de libertad asistida, sobre todo por tratarse de adolescentes que cometieron delitos graves, con una problemática más compleja y por la necesidad de protegerlos frente a posibles agresiones externas. Sin embargo, precisamente por estos mismos motivos, es importante dar la oportunidad a estos jóvenes de cumplir una sanción alternativa a la privación de libertad, en cuyo caso, fungirá una función educativa y de reinserción social mucho mayor.
G. Limpieza Social y “maras”

Los fenómenos de violencia social en el país han provocado una política general de endurecimiento de las sanciones y de cuestionamiento de las sanciones alternativas a la privación de libertad que, sin duda, perjudica el trabajo de la Secretaría de Bienestar Social, al tener que buscar mayores argumentos para la defensa de estas sanciones y reforzar los mecanismos de protección de los adolescentes en libertad, con la escasez de recursos humanos y dificultades ya descritas.

III. RELEVANCIA DE LAS MEDIDAS 
¿Puede considerarse que las medidas socio-educativas son una buena opción para los adolescentes en Guatemala? ¿Estaremos colocando a los adolescentes en un riesgo mayor cumpliendo su sanción en libertad? ¿Existe la capacidad institucional suficiente para poder aplicar estas sanciones? ¿Debería endurecerse las penas para evitar más actos de violencia en el futuro?
Existen dos factores a tener en consideración, la regulación internacional y nacional sobre la materia y su aplicación práctica en Guatemala, teniendo en cuenta todas las circunstancias descritas.

En primer lugar hay que tener en cuenta que las sanciones alternativas a la privación de libertad tienen su fundamento en diversos tratados internacionales, como son, la Convención sobre los Derechos de la Niñez, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores, las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil y las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad. Asimismo, se basan en principios fundamentales de derecho penal moderno reconocidos por la propia Constitución guatemalteca y también en la LPINA que regula todo el procedimiento penal para adolescentes. Estas normas forman parte del acervo jurídico de Guatemala y por lo tanto, son de obligado cumplimiento para el Estado.
Dichos principios fundamentales de derecho penal para adolescentes son los siguientes
:
· Principio de intervención mínima y de subsidiariedad, es decir, el derecho penal de adolescentes debe tener un carácter subsidiario, interviniendo lo menos posible, especialmente en la imposición de sanciones. Se entiende que tanto el procedimiento penal como las sanciones, implican un daño hacia la persona adolescente, por implicar restricciones a sus derechos y afectar a su desarrollo, por tanto, se deben restringir a los casos estrictamente necesarios.
· Principio de proporcionalidad, que implica que la sanción debe ser proporcional a la gravedad del acto delictivo cometido y tener en cuenta las circunstancias personales del adolescente.
· Privación de libertad como último recurso, precisamente por constituir la restricción máxima a sus derechos y por tanto la mayor afectación a su desarrollo, y por la necesidad de elegir las opciones menos lesivas hacia la persona, de acuerdo al principio de intervención mínima. 

· Derecho a la libertad personal, que implica que su restricción sólo puede darse por una razón justificada y de acuerdo al principio de legalidad.
· Derecho a un juicio justo, esto es, con todas las garantías procesales y del debido proceso. En el juicio se ha de acreditar la culpabilidad y responsabilidad del adolescente por los actos cometidos, debiéndose dictar la sanción correspondiente por dichos actos. Ello impide que se imponga una sanción privativa de libertad como simple medida de protección, como puede ser evitar el peligro de ser ejecutado extrajudicialmente.
· Principio del interés superior de la niñez, de acuerdo al cual, las medidas a adoptar para los adolescentes deben ser siempre respetuosas de todos sus derechos, sin posibilidad de garantizar un derecho a costa de la vulneración de otros.
· Derecho a recibir protección integral que requiere por su condición de persona menor de edad, referido al derecho de todo niño o niña a recibir de su familia, de la sociedad y del Estado la protección que se requiere por su condición de persona en desarrollo. Con ello se impide la aplicación del derecho penal de adultos a los adolescentes y la necesidad de tener en cuenta siempre la protección a la formación del adolescente a la hora de dictar las sanciones correspondientes.
· Derecho a un trato digno en relación con su condición de persona menor de edad, de acuerdo al cual, el Estado debe fomentar la dignidad de las personas menores de edad y el debido respeto a sus derechos humanos, haciendo énfasis en la importancia de su reintegración para que desempeñe una función constructiva en la sociedad.

· Derecho a ser escuchados y a ser tenidos en cuenta, que implica que las sanciones también deben adecuarse a lo que los adolescentes necesitan, así como garantizar su participación en el desarrollo del plan de ejecución.
· Finalidad educativa de la sanción como fin primordial, por su calidad de personas en desarrollo, para brindarles oportunidades de vida diferentes al delito y apegadas a la legalidad, promoviendo asimismo, la asunción de la responsabilidad por los actos cometidos.
· Prohibición de sanciones indeterminadas, de ahí la definición y regulación de las medidas socio-educativas en la LPINA con límites de tiempo y formas de aplicación.
· Derecho a no ser incomunicado. Un derecho fundamental de la niñez es el derecho a vivir en familia y en caso de restricción, a tener el mayor contacto posible con ella, por lo que la incomunicación, o las penas que impidan dicho contacto, debe evitarse lo más posible.

· Derecho a servicios de salud, educación y recreativos. Estos derechos se verán mejor satisfechos con sanciones alternativas que privativas de libertad.

· Derecho a recibir formación para una profesión, lo cual, es uno de los aspectos prioritarios de las sanciones extra-muros.

· Derecho a que la sanción concluya antes de lo previsto o sea sustituida por una menos afectiva, lo que permite que los adolescentes sean transferidos de la privación de libertad a la libertad asistida o a la prestación de servicios a la comunidad, de acuerdo a la LPINA.
Todos estos principios y derechos, entre otros, son transcritos y regulados de manera más concreta en las normas internacionales y nacionales enunciadas, y fundamentan la obligación por parte del Estado de aplicar y preferir las medidas alternativas a la privación de libertad frente a otras más restrictivas. Por este motivo, a nivel jurídico no es posible cuestionar la pertinencia de estas sanciones. La cuestión será ver de qué manera el Estado, con sus instituciones públicas y privadas, va a poder resolver su aplicación de la mejor manera posible.
En realidad, existen varios argumentos para defender la subsistencia y el reforzamiento de las sanciones alternativas a la privación de libertad. El primero de todos es el de los excelentes resultados obtenidos con la mayoría de los adolescentes que han pasado por las mismas. A pesar de no tener cifras formales, el número de adolescentes que abandona la medida antes de finalizarla es sumamente reducido (alrededor del 1%), según las declaraciones del personal de la Secretaría de Bienestar Social, y cuando esto ocurre, normalmente es por causas ajenas a su voluntad, como es la muerte. Se ha encontrado casos muy esporádicos de jóvenes que parten a los Estados Unidos en busca de oportunidades de trabajo y de algunos que incumplen la sanción o cometen un nuevo delito (menos de uno al año). Todos los adolescentes entrevistados y sus familias manifiestan cambios significativos en su conducta y satisfacción por haber atravesado el proceso de sanción. 
Respecto a la reincidencia, los datos obtenidos del ICCPG
 reflejan, respecto a aquéllos adolescentes que cumplieron una sanción de libertad asistida, que la reincidencia en el periodo 2001-2004 fue nula en el caso de las mujeres, y en el caso de los varones del 1.52% que reingresaron al sistema penal de adolescentes, mientras que el 2.53% ingresó al sistema penal de adultos por haber alcanzado la mayoría de edad en ese periodo. Sería razonable pensar que en el caso de la sanción de prestación de servicios a la comunidad la reincidencia fuera incluso menor, al tratarse de delitos leves.
Este hecho por si solo justifica la continuidad de las sanciones extra-muros, pero además, a pesar de que el número de adolescentes se haya reducido en el último año, desde su inicio hasta la fecha han sido casi 700 adolescentes beneficiados, y con ellos sus familias. Esta cifra también justifica el trabajo realizado y su continuidad en el futuro. La gran mayoría de estos jóvenes ha logrado salir del delito y encontrar formas de vida apegadas a la legalidad, algo que contribuye considerablemente a reducir la delincuencia y la violencia social a futuro.
Al compararla con la sanción de privación de libertad, todos los adolescentes que también pasaron por ella coinciden en declarar que ésta última les fue más dañina y que desde que están cumpliendo una medida alternativa las oportunidades de educación y empleo han aumentado de forma significativa. Además manifiestan que sus vínculos familiares se han visto muy reforzados, lo cual les ha supuesto un punto de apoyo importante para su recuperación personal. Las características de las sanciones en libertad permiten que el adolescente aprenda a vivir socialmente de manera positiva y mejore las relaciones con su familia y la comunidad, algo que en privación de libertad resulta sumamente difícil si no imposible.

Por otro lado, si bien es cierto que algunos adolescentes han muerto en manos de adversarios cuando han sido puestos en libertad, también es posible argumentar que en privación de libertad también los adolescentes han sido asesinados, al persistir un conflicto entre “maras”, que hace imposible su convivencia en un sitio cerrado. Por ello, el argumento de la protección de los adolescentes, además de ser inválido desde el punto de vista jurídico por suponer una restricción ilegal de sus derechos o resultar ser una sanción desproporcionada, también es ineficaz desde el punto de vista práctico.
Por todos estos motivos, a pesar de las dificultades expuestas anteriormente, los programas socio-educativos deben continuar y por lo tanto, buscarse las formas de salvar los obstáculos descritos.

IV. PROPUESTAS Y RECOMENDACIONES
Tomando como referencia las limitantes descritas anteriormente, se ponen a consideración las siguientes propuestas y recomendaciones.
A. Falta de coordinación de las Instituciones

Para vencer la descoordinación, tanto de los distintos actores del sistema de justicia penal para adolescentes como del personal de las distintas dependencias de la Secretaría de Bienestar Social, conviene promover reuniones entre las mismas, a fin de definir la ruta de los adolescentes y la intervención de cada institución en cada etapa. Se debe contemplar todos los roles institucionales desde la fase de prevención, en el seno de la Secretaría de Bienestar, pasando por la policía y Ministerio Público, órgano judicial, Secretaría de Bienestar nuevamente incluyendo Centros de Privación de Libertad, hasta el seguimiento final del adolescente y su familia una vez cumplida la sanción. Asimismo, se ha de definir en cada etapa los mecanismos de comunicación y coordinación de cada institución, y las vías de remisión de antecedentes y de datos sobre los expedientes. Con esta información, puede firmarse un Protocolo de Intervención en el que quede fijada la participación de cada institución y los mecanismos de coordinación en todo el proceso. Mediante la firma se lograría la claridad de la definición del rol de cada actor y su vigencia a pesar de la rotación del personal de las instituciones.
B. Falta de comunicación entre las instituciones 

El Protocolo de Intervención serviría en gran medida para resolver algunas de las cuestiones en debate, como el rol de cada institución, sin embargo, existen cuestiones más cotidianas que pueden resolverse mediante reuniones periódicas establecidas de manera formal. En estas reuniones se puede tratar la presentación del nuevo personal o de los cambios habidos al interior de cada institución, la afinación de cuestiones técnicas, la solicitud de apoyo en cuestiones concretas, etc. además de mejorarse en términos generales la relación entre instituciones.
C. Falta de capacitación del personal de la Secretaría de Bienestar Social 

Las reuniones periódicas recomendadas en el punto anterior pueden ayudar a mejorar el trabajo desempeñado por la Secretaría de Bienestar Social, sin embargo, se necesita un programa de capacitación sistematizado, periódico y con materiales (manual, normas, presentaciones…). Se ha de incluir todos los aspectos necesarios, como son el contenido y los principios de la CDN y las normas internacionales sobre justicia penal para adolescentes, derechos humanos, la LPINA, los estándares de actuación, el Reglamento y el desarrollo del plan de ejecución. Tanto UNICEF como el ICCPG pueden apoyar en el diseño de los materiales y coordinar con la Secretaría de Bienestar Social la programación y ejecución de los cursos. Es importante la participación del propio órgano judicial en las capacitaciones, a fin de que éste defina claramente sus exigencias en cuanto a los escritos que se le han de presentar y los requerimientos de procedimiento.
D. Necesidad de equipos interdisciplinarios, contratación de personal en condiciones precarias, y dependencia de UNICEF
Como ya se puso de manifiesto, hace falta un refuerzo en el número de personal adscrito a estas tareas además de la suficiente capacitación. Una exigencia fundamental es la de que tanto quienes actualmente trabajan con los adolescentes como aquellos que sean contratados en el futuro, deben contar con condiciones mínimas de seguridad en sus puestos, con salarios suficientes y puntualmente pagados. 
Se recomienda la planeación estratégica de UNICEF, junto con la Secretaría de Bienestar Social y con la participación del órgano judicial, de los lugares donde es imprescindible o muy recomendable contar con personal o ampliarlo, por el número de incidencia de casos o las características de los delitos cometidos en cada departamento. Al mismo tiempo debe negociarse con la Secretaría de Bienestar la evolución del proyecto en los años futuros, de tal manera que los puestos vayan siendo asumidos progresivamente por parte de la institución pública y el apoyo de UNICEF se vaya restringiendo a apoyos de asesoría, coordinación de reuniones y capacitaciones.
E. Alta rotación de los puestos

La institucionalización de los puestos y personal operativo de la Secretaría de Bienestar Social puede perjudicar la ya de por sí alta rotación, al depender de decisiones políticas tomadas repentinamente como reacción a acontecimientos violentos o a momentos electorales. También hay que tener en cuenta que esta gran movilidad es una realidad no solamente en la Secretaría sino también en las demás instituciones públicas. 
En este caso, la negociación debe darse a un alto nivel, concretamente, aquél que toma las decisiones de movilidad de los puestos, informándole sobre la necesidad de mantener estos programas y de darles las condiciones mínimas para su buen funcionamiento. Ello puede propiciarse mediante reuniones y la generación de documentos que acrediten los éxitos y resultados del programa, la explicación del mismo y sus beneficios, su historia y antecedentes, así como la colaboración de UNICEF y el número de instituciones involucradas en los mismos. Si los documentos son generados por las propias instituciones públicas con colaboración de otros organismos internacionales y nacionales, se refuerza también su compromiso institucional hacia los programas. 
Las publicaciones que hablen sobre el programa y sus resultados, con testimoniales de los propios adolescentes y sus familias y narración de experiencias exitosas, fomentarán la aprobación del mismo por parte del gobierno, el poder judicial y la sociedad. Se facilitará además la sensibilización sobre la situación de los adolescentes involucrados y la demanda de participación y colaboración para la aplicación de las medidas alternativas. El ICCPG puede colaborar con su información estadística y documental junto con la Secretaría de Bienestar Social para elaborar materiales de promoción.
Por otro lado, y teniendo en cuenta la dificultad de combatir la repentina toma de decisiones de índole político o institucional, también es preciso poner énfasis en aquéllos aspectos que ayudarán a mitigar las repercusiones de la alta rotación, como son, la generación de espacios periódicos y sistemáticos de capacitación y comunicación con todas las instancias participantes en el sistema, así como documentos con reglamentos y pautas de actuación como el Protocolo de Intervención propuesto.
F. Preferencia de la prestación de servicios a la comunidad frente a la libertad asistida 

Para evitar la remisión a la privación de libertad por cuestiones de protección, se recomienda el reenvío de los adolescentes en riesgo de ser atacados a regiones donde no tengan contacto con sus adversarios. Además se sugiere otras precauciones, como el seguimiento más cercano por parte de la Secretaría de Bienestar Social en cada caso, e incluir en el Plan de Ejecución medidas de protección, en las cuales, pudiera solicitarse el apoyo de otras instancias gubernamentales y no gubernamentales.
G. Limpieza Social y “maras”
La Procuraduría de los Derechos Humanos emitió una serie de propuestas para contribuir a la erradicación de la violencia en el país
. Entre ellas se incluye la creación de un comité interinstitucional para investigar y desterrar la limpieza social, así como un comité multisectorial, con apoyo internacional, para la reforma de la Policía Nacional Civil. Asimismo, prevé, entre otras medidas, la participación más activa del Consejo Asesor de Seguridad, para dar espacio a la sociedad civil en la búsqueda de soluciones. 
Estos mecanismos concretos que propone la Procuraduría, pueden ser reforzados por UNICEF mediante la generación de espacios de difusión y discusión. La violencia social en Guatemala debe ser puesta a debate público, a fin de dar publicidad a los hechos que la generan, reflexionar públicamente sobre la respuesta social e institucional que ha de darse y buscar soluciones respetuosas de los derechos humanos. Es preciso elevar el tema a una discusión doctrinal de expertos nacionales e internacionales, invitando también a representantes de las instituciones públicas y a organizaciones de la sociedad civil, a fin de ubicarlo en la agenda política con propuestas que garanticen la protección de los derechos humanos de los adolescentes y el fomento de los programas alternativos a la privación de libertad. 
Se requiere una orientación en la política de Estado en materia de delincuencia, lo cual, requiere del esfuerzo de acercamiento y cabildeo de UNICEF y demás organismos internacionales y nacionales de protección de los derechos humanos. La inclusión del tema en el debate público y la intervención de expertos internacionales y nacionales sustentará dicho cabildeo y le dará argumentos para los cambios requeridos. 
V. CONCLUSIÓN
El contexto social, económico y gubernamental de Guatemala podría hacer dudar a los más pesimistas de la sostenibilidad de un sistema de responsabilidad penal para adolescentes con sanciones alternativas a la privación de libertad, que realmente garantice sus derechos.

A la violencia social descrita se aúnan los problemas estructurales de precariedad en las condiciones de trabajo del personal de las instituciones, su rotación, las condiciones de pobreza y marginación que favorecen la delincuencia, la falta de coordinación y comunicación entre instituciones, la escasa formación en materia de derechos humanos y derechos de la niñez en muchos ámbitos gubernamentales y no gubernamentales, la ausencia de su difusión, entre otros. 
Sin embargo, el cuestionamiento de las sanciones alternativas a la privación de libertad no puede sostenerse ni de manera jurídica ni práctica, al haberse mostrado que su fundamento normativo es prolijo y los resultados obtenidos son satisfactorios a pesar de tan grandes dificultades. Por ello, el esfuerzo deberá centrarse en el refuerzo de las instituciones que hacen posible el ordenamiento y puesta en práctica de las sanciones en libertad y en la superación de las dificultades.

Para ello, la estrategia a emprender debe alcanzar a todos los niveles institucionales involucrados en el sistema. Deberá, en el nivel operativo de las sanciones, centrarse en la capacitación del personal de todas las instituciones involucradas y en la generación de mecanismos de coordinación y comunicación. En el nivel gerencial, tendrá que lograr la sensibilización sobre la necesidad de apoyar la continuidad de las sanciones alternativas a la privación de libertad, así como favorecer los mecanismos de reflexión sobre las actividades desarrolladas por el Estado para combatir la delincuencia.
En todas estas acciones UNICEF puede desempeñar un rol crucial, como organismo internacional experto en favorecer espacios de debate público incluyentes y con asesores nacionales e internacionales, facilitar mecanismos de coordinación y entendimiento institucional, producir materiales de difusión y capacitación, así como brindar asesoría técnica en materia de derechos de la niñez y concretamente, de la adolescencia en conflicto con la ley. 
Por este motivo, y por encontrarse en un contexto adverso, se hace necesaria la continuidad del apoyo desempeñado por UNICEF hasta el momento, orientando sus estrategias al combate de las limitantes detectadas, de acuerdo a las circunstancias y recomendaciones puestas en relieve.
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Material de difusión elaborado por la Secretaría de Bienestar Social con la colaboración de otras instituciones sobre las funciones de la Secretaría y los programas de Libertad Asistida y Prestación de Servicios a la Comunidad.
ANEXO
ESTADÍSTICAS DE LA SECRETARÍA DE BIENESTAR SOCIAL
Prestación de Servicios a la Comunidad

Estadísticas 06

Región Central

Total de Casos atendidos en el Programa de Región Central
23

Población

Hombres
20

Mujeres
03

Tiempo de Sanción

10 
Casos referidos por dos meses

04 
Casos referidos por tres meses

09 
Casos referidos por seis meses

Edades

13 años
01

15 años
05

16 años
06

17 años
11

Juzgados Remitentes
2º. De Paz de Mixco



04

12º. De Paz Penal



02

1º. De Instancia de A.C.L.P de Mixco
04

1º. De Instancia de A.C.L.P de Chimalt.
04

2º. De Paz Penal Guatemala


01

De Paz de Tamahu, Alta Verapaz

01

De Paz de Patzún



01

1ª. Inst. de Adolescentes en Conflicto
02

Jdo. De Paz Sta. Apolonia Chimaltenango
01

Jdo. De Paz Patricia, Chimaltenango

01

2º. De Paz del Municipio de Villa Nueva
01

1º. De Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal
01

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Enero

04


Mayo 

02

Febrero 
02


Junio 

00

Marzo

03


Julio

03

Abril 

05


Agosto

04

Guatemala, 23 de Agosto de 2006
Prestación de Servicios a la Comunidad

Estadísticas 06

Región Huehuetenango
Total de Casos atendidos en el Programa de Región Huehuetenango
09
Población

Hombres
08

Mujeres
01

Tiempo de Sanción

08 
Casos referidos por dos meses

01 
Casos referidos por seis meses

Edades

14 años
01

15 años
01

16 años
01

17 años
06

Juzgados Remitentes
2º. De Paz de Huehuetenango

06

1º. De Paz de Huehuetenango

03

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Febrero 
02

Marzo

03

Julio 

02

Agosto

02

Última revisión, 14 de Agosto de 2006

Prestación de Servicios a la Comunidad

Estadísticas 06

Región Quetzaltenango
Total de Casos atendidos en el Programa de Región Huehuetenango
01
Población

Hombres
01

Tiempo de Sanción

01 
Casos referidos por seis meses

Edades

13 años
01

Juzgados Remitentes
1º. ACLP Quetzaltenango 

01

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Enero

01

Última revisión, 6 de junio de 2006

Prestación de Servicios a la Comunidad

Estadísticas 06

Región Sololá
Total de Casos atendidos en el Programa de Región Sololá
03
Población

Hombres
03

Tiempo de Sanción

03 
Casos referidos por dos meses

Edades

17 años
03

Juzgados Remitentes
2º. De Paz Santa María Visitación

01

Juzgado de Paz Panajachel


02

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Enero
 
01

Mayo

02

Última revisión, 6 de junio de 2006

Prestación de Servicios a la Comunidad

Estadísticas 06

Región Escuintla
Total de Casos atendidos en el Programa de Región Escuintla 

09
Población

Hombres
02

Tiempo de Sanción

02 
Casos referidos por dos meses

Edades

15 años
01

17 años
01

Juzgados Remitentes
Juzgado de Paz de Huehuetenango



Juzgado de Paz de San Miguel Panan Suchitepequez

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Marzo

01

Agosto

01
Guatemala,, 18 de Agosto de 2006

Prestación de Libertad Asistida
Estadísticas 05
Total de Casos atendidos en el Programa

75
Población

Hombres
65

Mujeres
10

Juzgados Remitentes
Juzgado de Control y Ejecución


32

Juzgado de Primera Instancia



09

Juzgado de Primera Instancia de Mixco

01

Juzgado de Segunda Instancia


08

Juzgado de Instancia de Quetzaltenango

09

Juzgado de Instancia de Chimaltenango

12

Juzgado de Instancia de Escuintla


03

Juzgado de Instancia de Jutiapa


01

Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

Enero

03


Julio

07

Febrero
03


Agosto

03

Marzo

06


Septiembre
05

Abril

09


Octubre
11

Mayo

10


Noviembre
05

Junio

11


Diciembre
02

Guatemala, 6 de junio de 2006

Prestación de Libertad Asistida
Estadísticas 06
Total de Casos atendidos en el Programa

35
Población

Hombres
32
Mujeres
03
Juzgados Remitentes
Juzgado de Control y Ejecución


18
Juzgado de Segunda Instancia


05
Juzgado de Instancia de Quetzaltenango

01
Juzgado de Instancia de Chimaltenango

07
Juzgado de Instancia de Escuintla


04
Ingresos Mensuales de Adolescentes al Programa

12 casos que vienen del año 2005

Enero

05
Febrero
04
Marzo

04

Abril

02
Mayo

03
Junio

02
Julio 

01

Agosto

02

Guatemala, 28 de agosto de 2006

Adolescentes atendidos a través del Programa de Prestación de Servicios a la Comunidad
Datos aportados por UNICEF Guatemala
	Beneficiarios
	Departamentos
	H
	M
	Subtotal
	Cobertura prevista en el proyecto
	Total cubierto 2005

	Adolescencia en Conflicto con la Ley Penal
	Quetzaltenango

Sololá

San Marcos

Escuintla

Retalhuleu

Suchitepéquez

Huehuetenango

Chimaltenango

Alta Verapaz

Guatemala
	8

1

1

1

1

2

26

5

1

61
	0

0

0

1

0

3

2

0

1

5
	8

1

1

2

1

5

28

5

2

66
	70
	119


� Ver Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 19 de noviembre de 1999. Caso Villagrán Morales y Otros (Caso de los “Niños de la Calle”).


� Se señala por la Procuraduría de los Derechos Humanos que a partir de 2001 las cifras de muertes violentas han crecido sostenidamente en el país, con un promedio de 4,166 víctimas al año. Documento “Las Características de las Muertes Violentas en el País”, Procuraduría de los Derechos Humanos, febrero 2006.


� Para conocer con más detalle el proceso de aprobación de esta ley y sus vicisitudes, se recomienda el artículo escrito por Ana Raquel Tobar y Marilys Barrientos de Estrada que lleva por título “Comentario al Proceso de Reforma Legislativa en Guatemala”. Infancia, Ley y Democracia. Emilio García Méndez y Mary Beloff. Ed. Temis. Santa Fe de Bogotá, 1999.


� UNICEF Oficina Regional para América Latina y el Caribe. “Buenas Prácticas en América Latina en materia de Justicia Penal para Adolescentes”. UNICEF TACRO, 2003.





� Se incluye anexo con todas las cifras.


� Documento “Las Características de las Muertes Violentas en el País”. Procuraduría de los Derechos Humanos, febrero 2006.


� Ibidem


� Datos facilitados por el Instituto de Estudios Comparados de Ciencias Penales en Guatemala.


� Ver anexo.


� Dato proporcionado por el Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala.


� Para conocer sobre todos los principios y derechos de la adolescencia en conflicto con la ley, ver documento de trabajo “Implementación para la Reforma y Contenidos de una Ley de Responsabilidad Penal Juvenil”, escrito por Carlos Tiffer Sotomayor. Serie Documentos de Trabajo, Número 6. UNICEF México, México, 2002.


� Ver páginas 43 y 44. FLORES B. GABRIELA. “Adolescencia y Libertad en Guatemala. Respuestas estatales a las transgresiones penales de adolescentes.” Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala. Febrero 2006. Guatemala. 


� Documento “Las Características de las Muertes Violentas en el País”. Procuraduría de los Derechos Humanos, febrero 2006.
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